
«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten- 
cioso-administrativo interpuesto por don Daniel González Rico, 
representado por el Letrado señor Sans Sans, contra resoluciones 
del Ministerio de Defensa de veintinueve de noviembre de mil 
novecientos setenta y ocho y veintiséis de febrero de mil nove­
cientos setenta y nueve, debemos declarar y declaramos no 
ser las mismas en parte ajustadas a derecho, y, en consecuen­
cia, las anulamos, asimismo, parcialmente, reconociendo, en 
camb o, a dicho recurrente el derecho qué tiene a percibir el 
c.mplei.iento de destino por responsabilidad en la función, desde 
la fecha dé la efectividad económica de su ascenso a Sargento, 
hasta ia entrada en vigor de la Ley cinco de mil novecientos 
setenta y seis, de once de marzo, condenando a la Administra­
ción al pago de las cantidades que resulten, sin expresa imposi­
ción de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de 
Defensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestfa sentencia, de la que senirá certifica­
ción al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en lá Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
numen 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propio-: términos la expresad/ sentencia.

-Lo que digo a W. EE.
Dios guarde a VV. ÉE. muchos años.
Madrid, 7 de marzo de 1983.—P. D. el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

11117 ORDEN 111/00767/1983, de 7 de marzo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 2 de 
diciembre de 1982, en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Marcelo Herrero Za­
pico, Sargento de Infantería, Caballero Mutilado 
Permanente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido .n única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entn partes, de una, como demandadante, don Marce­
lo He . ero Zatico, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defendi­
da per el Abogado del Estado, contra resoluciones del Minis­
terio de Defensa de 17 de enero y 22 de marzo de 1979, se ha 
dictado sentencia con fecha 2 de diciembre de 1982, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don Marcelo Herrero Za- 
pico, representado por el Letrado señor Sans Sans, contra reso­
luciones del Ministerio de Defensa de diecisiete de enero y 
veintidós de marzo de mil novecientos setenta y nueve, debemos 
declarar y declaramos no ser las mismas en parte ajustadas a 
derecho, y, en consecuencia, las anulamos, asimismo, parcial­
mente, reconociendo, en cambio, a dicho recurrente el derecho 
que tiene a percibir el complemento de destino por responsabi­
lidad en la función, desde la fecha de su efectividad económica 
en el empleo de Sargento, hasta la entrada en vigor de la Ley 
cinco de mil novecientos setenta y seis, de once de marzo, 
condenando a la Administración al pago de las cantidades que 
resulten, sin expresa imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con ol expediente administrativo al Ministerio de De­
fensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
s.,3 propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 7 de marzo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.
Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General

Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

11118 ORDEN 111/00768/1983, de 7 de marzo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 4 de 
noviembre de 1982, en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Juan Maella Pastor, 
Sargento de Ingenieros, Caballero Mutilado Per­
manente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Juan 
Maella Fastor, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Minis­
terio de Defensa de 8 de agosto y 13 de diciembro de 1978, 
se ha dictado sentencia con fecha 4 de noviembre de 1982, cuya 
parto dispositiva es como sigue:

«Fallamos-, Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don Juan Maella Pastor,

contra resoluciones del Ministerio de Defensa de ocho de agosto 
y trece de diciembre de mil novecientos setenta y ochó, debemos 
declarar y declaramos no ser las mismas en parte ajustadas 
a derecho, y, e-i Consecuencia, las anulamos, asimismo, parcial­
mente, reconociendo, en cambio, a dicho recurrente el derecho 
que tiene a percibir el complmeneto de destino por responsabi­
lidad en la función, desde la fecha de uno de diciemtge de mil 
novecientos setenta y tres, hasta la entrada en vigor de la Ley 
cinco de mil novecientos setenta y seis, de once de marzo, 
condenando a la Administración al pago de las cantidades que 
resulten, sin expresa imposición de costas.

Firme que sea ia presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de De­
fensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el articule 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982 de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que digo a VV. EE.
Dios guarde a W. EE. muchos años.
Madrid, 7 de marzo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

11119 ORDEN 111/00769/1983, de 7 de marzo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 4 de 
noviembre de 1982, en el recurso contencioso-ad­
ministrativo interpuesto por don Carlos Hinchado 
Ramos, Sargento de Infantería, Caballero Mutilado 
Permanente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Carlos 
Hinchado Ramo-1, quien postula por si mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida ror el Abogado del Estado, contra resoluciones del Minis­
terio de Defensa de 11 de junio y 20 de diciembre de 1978, 
se ha dictado sentencia con fecha 4 de noviembre de 1982, cuya 
parte ^dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don. Carlos Hinchado Ra­
mos, contra resoluciones del Ministerio de Defensa de once de 
junio -- veint. de diciembre de mil novecientos setenta y ocho, 
debemos declarar y declaramos no ser las mismas en parte 
c' ustadas a derecho, y, en consecuencia, las anulamos, asimis­
mo, parcialmente, reconociendo, en cambio, a dicho recurrente 
el derecho que tiene a percibir el complemento de destino por 
responsabilidad en la función, desde la fecha de su antigüedad 
económica en el empleo de Sargento, hasta la entrada en vigor 
de la Ley cinco de mil novecientos setenta y seis, de once de 
marzo, condenando a la Administración al pago de las cantida­
des que resulten, sin expresa imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de 
Defensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
regu'adora de la Jurisdicción 7or.tencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1950, y en uso de las facultades que me con­
fiere el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa
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numen 54/1982, de 10 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la exprosada sentencia.

Lo que digo a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años
Madrid, 7 de marzo de 1903 —P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.
Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General 

Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

11120 ORDEN 111/00770/1983, de 7 de marzo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 11 
de noviembre de 1982, en el recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por don Antonio Gómez 
Rubio, Sargento de Infantería, Caballero Mutilado 
Permanente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, dé una, como demandante, don Antonio 
Gómez Rubio, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Ministerio 
de Defensa de 31 de octubre y 27 de diciembre de 1978, se ha 
dictad i sentencia con fecha 11 de noviembre de 1982, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso-administrativo ipterpuesto por don Antonio Gómez Rubio, 
representado por el Letrado señor Sans Sans, contra resoluciones 
del Ministerio de Defensa de treinta y uno de octubre y veinti­
siete de diciembre de mil novecientos setenta y ocho, debemos 
declarar y declaramos no ser las mismas en piarte ajustadas a 
derecho, y, en consecuencia, las anulamos, asimismo, parcial­
mente, reconociendo, en cambio, a dicho recurrente, el derecho 
que tiene a percibir el complemento de destino por responsabi­
lidad en la función, desde la fecha de su antigüedad económica 
en el empleo de Sargento, hasta la entrada en vigor de la Ley 
cinco ’' mil novecientos setenta y seis, de once de marzo, 
condenando u la Administración al pago de las cantidades que 
resulten sin expresa imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de De­
fensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así -ior esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción r’ rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.“ de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, dele ’e marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
térmir.cs la expresada sentencia.

Lo que digo a W. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 7 Je marzo de 1983.—P. D-, el Secretario general 

para Asuntos de Pesonal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.
Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General

Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

fiere ¡1 artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/198'1, de 10 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que digj a VV. EE.
Dios guardo a VV. EE. muchos años.
Madrid, 7 de marzo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.
Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa 7 General 

Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

11121 ORDEN 111/00771/1983, de 7 de marzo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 20 
de octubre de 1982, en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Emilio Muñoz Pérez, 
Subteniente de la Guardia Civil, Caballero Mutilado 
Permanente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Emilio 
Muñoz Pérez, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Minis­
terio de Defensa de 13 de julio de 1B78 y 12 de qnero de 1979, 
se ha dictado sentencia qon fecha 20 de octubre de 1982, cuya 
parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que desestimamos el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Emilio Muñoz Pérez, representado 
por el Procurador señor Granados Weil, contra resoluciones del 
Ministerio de Defensa de trece de julio de mil novecientos se­
tenta y ocho y doce de enero de mil novecientos setenta y nueve, 
dí'clar nd' las mismas ajustadas a derecho, sin expresa imposi­
ción de costas.

Así per esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con ló establecido en la Ley 
regula dora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con-

MINISTERIO
DE ECONOMIA Y HACIENDA

11122 ORDEN de 23 de febrero de 1983 por la que se 
concede a la «Sociedad General Azucarera de Es­
paña, S. A.», Fac. azucarera del Guadalete, Jerez 
de la Frontera (Cádiz), CE-89, los siguientes bene­
ficios fiscales que establece la Ley 82/1980, de 30 de 
diciembre, sobre Conservación de Energía.

limo. Sr.: Visto el informe favorable emitido por la Comisaría 
de la Energía y Recursos Minerales al proyecto de ahorro 
energético presentado por la Empresa «Sociedad General Azu­
carera de Españr, S. A.», Fac. azucarera del Guadalete, Jerez 
de la Fronter . (Cádiz), CE-89, por encontrarse contenido el 
alcance de los mismes en lo indicado en el artículo 2.° de la 
Ley 82/1980, de 30 de diciembre.

Este Ministerio, a propuesta de la Dirección General de Tri­
butos, de conformidad con lo establecido en los artículos 11 y 15 
de la Le- 82/1980, de 30 de diciembre, ha tenido a bien disponer:

Primero.—Con arreglo a las disposiciones reglamentarias de 
cada tributo y a las específicas del régimen que deriva de la 
Ley 82/1980, de 30 de diciembre, se otorgan a la Empresa «So­
ciedad General Azucarera de España, S. A.», fábrica azucarera 
del Guadalet\ Jerez de la Frontera (Cádiz), CE-89, para el 
proyecte de instalación de dos nuevas prensas de 'mportación, 
para aumentar el contenido en materia seca de las pulpas, 
ahorrando así energía térmica en su desecado definitivo, los 
siguientes beneficios fiscales.

Uno. Al amparo de lo previsto en el artículo 10, f), 2, de la 
Ley 61/1978, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, 
se considerará que las amortizaciones de las instalaciones sus- 
titudas o de las pérdidas sufridas en su enajenación, conforme 
a un plan libremente formulado por la Empresa beneficiaría, 
cumplen el requisito de efectividad.

Dos. Las inversiones realizadas por las Empresas incluidas 
en el artículo 2.“-y cuyos objetivos queden dentro de lo expre­
sado en el artículo l.° de la presente Ley tendrán igual conside­
ración que las previstas en el artículo 20 de la Ley del Im­
puesto sobre Sociedades en aquello que les sea aplicable. Esta 
deducción se ajustará en todos los detalles de su aplicación a 
la normativa de la Ley del Impuesto sobre Sociedades.

Segundo.—Lj efectividad de la concesión de ios beneficios 
recogidos en el apartado l.°. quedará condicionada a la formali- 
zación del Convenio a que se refiere el artículo 3.°, 4, de la 
Ley 82/1088, de 30 de diciembre, entrando en vigor a partir de 
la fecha de firma del citado Convenio.

Tercero.—El incumplimiento de cualquiera de las obligacio­
nes qu" asume la Empresr. beneficiaría dará lugar a la pri­
vación de los benef.cio.: concedidos y al abono o reintegro, en 
su caso, d_ los Impuestos bonificados.

Cuarto.—Contra la presente Orden podrá interponerse re­
curso de reposición, de acuerdo con lo previsto en el artículo 126 
de la Ley de Procedimiento Administrativo, ante el Ministerio 
de Economía y Hacienda en el plazo de un mes, contado a par­
tir del día siguiente al de su publicación.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 23 de febrero de 1983.—P. D„ el Subsecretario, José 

Antonio Cortés Martínez.

limo. Sr. Subsecretario.

11123 ORDEN de 23 de febrero de 1983 por la que se 
conceden a las Empresas que se citan los beneficios 
fiscales que establece la Ley 152/1963, de 2 de 
diciembre, sobre industrias de «interés preferente».

limo. Sr.. Vistas las Ordenes del Ministerio de Agricultura, 
Pesca y Alimentación por las que se declaran comprendidas 
en zona de preferente localización industrial agraria a las 
Empresas que al final se relacionan, definidas en la Orden mi­
nisterial de Agricultura, Pesca y Alimentación de 30 de julio


